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San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticinco de junio de dos mil veintiséis.
V I S T O S para resolver los autos del toca ******/2025, formado con motivo de la interposición de los recursos de apelación presentados en la oficialía de partes de este Tribunal el dieciocho de febrero de dos mil veinticinco, por ******, en su carácter de Coordinador de Investigación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, y el diecinueve siguiente, por ******en su carácter de presuntos responsables, en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2024, en contra de la resolución de dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; turnados a ésta Sala Superior el veinticinco de febrero siguiente, mediante oficio PSU/TEJASLP/******/2025, signado por el Secretario de Acuerdos de dicha Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Se sobresee el presente Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, de acuerdo con los motivos y fundamentos expuestos en el Considerando Único de la resolución que se emite.
SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a los presuntos responsables y por oficio a las Autoridades Investigadora y Substanciadora del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí; una vez que cause ejecutoria, archívese el presente asunto como totalmente concluido.”
II. Inconformes con la referida determinación, ******, con el carácter antes referido, interpusieron recurso de apelación, por escritos presentados el dieciocho y diecinueve de febrero de dos mil veinticinco, respectivamente, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y, recibidos en esta Sala Superior el veintiocho siguiente; atendiendo a que por auto de veinte de febrero anterior
, con fundamento en el artículo 217, párrafo segundo
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior las apelaciones y el expediente de responsabilidad administrativa ******/2024.

III. Por acuerdo de veintiocho de febrero de dos mil veinticinco
, se ordenó requerir a la autoridad investigadora, para que exhibiera copia de su escrito de apelación, para hacer llegar el medio de impugnación de mérito, a su contraria parte y, a la diversa autoridad.

Por otra parte, se admitió a trámite el recurso de apelación bajo el consecutivo ******/2025, planteado por ******, en su carácter de presuntos responsables; se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad substanciadora y autoridad investigadora, del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV. En auto de trece de marzo de dos mil veinticinco
, se tuvo por cumplido el requerimiento formulado a la autoridad investigadora en el proveído de veintiocho de febrero anterior y, en consecuencia, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por ******, en su carácter de Coordinador de Investigación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí; se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a ******, en su carácter de presuntos responsables, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.
V. Mediante proveído de dieciocho de marzo de dos mil veinticinco
, se tuvo a la autoridad investigadora, Coordinador de Investigación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí por desahogando la vista otorgada en el proveído de admisión de veintiocho de febrero anterior y, visto el estado procesal de los autos, se reservó la citación para resolver el asunto, hasta que transcurriera el término otorgado por acuerdo de trece de marzo de dos mil veinticinco.

VI. Por auto de dos de abril de dos mil veinticinco
, se tuvo por prelucido el derecho de ****** presuntos responsables, y de la autoridad substanciadora, Coordinador de Substanciación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, para que desahogaran la vista otorgada en el proveído de trece de marzo anterior y, visto el estado procesal que guardaba el sumario, con fundamento en el artículo 219, último párrafo
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se citaron para resolver los recursos de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del recurso de apelación, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 152, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se interpone el aludido medio de impugnación en contra de una resolución pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“Artículo 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“Artículo 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de cuantía indeterminada;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 
De los citados artículos se obtiene que la litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de la Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el servidor público o el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia. Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis siguiente:
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	“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADADA PUEDEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTESES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”


TERCERO. Legitimación. Los recursos de apelación fueron interpuestos por parte legítima, ya que se trata de ******, Coordinador de Investigación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, y de ******, en su carácter de presuntos responsables, en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2024, del índice de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal de Justicia Administrativa.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el primer párrafo del artículo 218
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el arábigo 153, primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que: a) En lo que atañe a ****** Coordinador de Investigación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, la sentencia recurrida le fue notificada el veinticuatro de enero de dos mil veinticinco
, por lo que, dicha notificación surtió efectos el veintisiete siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del veintiocho de enero al dieciocho de febrero del año próximo anterior; y b) Por lo que ve al recurso interpuesto por ******, la sentencia recurrida les fue notificada al primero el veintiocho de enero de dos mil veinticinco, por lo que, dicha notificación surtió efectos el veintinueve siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del treinta de enero al veinte de febrero del año pasado, y a los dos restantes el veintinueve de enero de dos mil veinticinco, por lo que, dicha notificación surtió efectos el treinta siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del treinta y uno de enero al veintiuno de febrero de la anualidad anterior, en ese lapso no deben contar los días uno, dos, ocho, nueve, quince y dieciséis de febrero, por haber sido sábados y domingos, así como el tres de febrero, por haberse suspendido las labores de este Tribunal, con motivo de la conmemoración de cinco de febrero “108 Aniversario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, conforme al artículo 15
, de la Ley Adjetiva Administrativa para el Estado; por lo que si los recursos de apelación se presentaron el dieciocho y diecinueve de febrero de dos mil veinticinco, se patentiza se interpusieron oportunamente.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:
“Artículo 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario.
El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, de la interpretación armónica de ambos artículos, se desprende que el recurso de apelación intentados por ******, Coordinador de Investigación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí y, por ******, en su carácter de presuntos responsables, en el expediente ******/2024, del índice de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; resultan procedentes, en atención a que la determinación que se impugna de dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, emitida en el expediente antes mencionado, por la referida Primera Sala Unitaria, constituye una resolución definitiva en la que se sobreseyó el procedimiento de responsabilidad administrativa instaurado en contra de los citados ex servidores públicos, quienes ejercieron los cargos de Presidente, Tesorero y Síndico, del Ayuntamiento del Municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí, por la posible comisión de las faltas administrativas graves previstas en los artículos 53 y 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistentes en abuso de funciones y desvío de recursos públicos, así como, las contenidas en el arábigo 56, fracción I, II y XXIV, de la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
De modo que el asunto sometido a esta Alzada encuadra en el supuesto de procedencia previsto por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el arábigo 152, penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Lo anterior encuentra apoyo en las tesis siguientes.

	[image: image4.jpg]



	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”

	
	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.”


SÉPTIMO. Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la autoridad apelante; por ende, ineficaces para revocar o modificar el fallo impugnado.
En sentencia de dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, la Primera Sala Unitaria sobreseyó el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2024 instaurado en contra ******, quienes fungieron como Presidente, Tesorero y Síndico, del Ayuntamiento del Municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí, respectivamente, por la posible comisión de las faltas administrativas graves previstas en los artículos 53 y 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistentes en abuso de funciones y desvío de recursos públicos, así como, las contenidas en el arábigo 56, fracción I, II y XXIV, de la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; al declararse incompetente para conocer del asunto sometido a su potestad, al igual que las autoridades investigadora y substanciadora del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, por tratarse recursos federales los que originaron el procedimiento de responsabilidad administrativa.
Para arribar a la anterior conclusión, la A quo sostuvo inicialmente que conforme al artículo 1º, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, dicha norma es obligatoria para las autoridades involucradas en su aplicación, entre las que se incluyen el Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí y el Tribunal Estatal de Justicia San Luis Potosí, ya que su ámbito es de observancia general en toda la República; que se establece una distribución orgánica y funcional, que será ejercida, respectivamente, por las autoridades estatales o federales “en el ámbito de su competencia”, la cual se encuentra definida en la constitución federal y las demás leyes que de ella emanen; que además, se establece la causal de improcedencia referente a la incompetencia de la autoridad sustanciadora o resolutora, imponiendo además a las partes, la obligación de comunicar la causal de sobreseimiento a la autoridad que se estime competente.

Luego, explicó que las autoridades investigadora y substanciadora, asumieron competencia e invocaron la aplicación de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por lo que, bajo los principios de supremacía constitucional y jerarquía normativa procedía su aplicación y observancia ante la omisión de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que no contempla tal causal de improcedencia; lo que sustentó en el artículo 73, fracción XXIX-V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el siguiente criterio: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA. LA FALTA DE ADECUACIÓN EN LAS LEGISLATURAS LOCALES CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL.”
Además, destacó que en la exposición de motivos del Decreto 0655, publicado en el Periódico Oficial del Estado el tres de junio de dos mil diecisiete, se reconoció expresamente que se expidió la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, como un ordenamiento que da vigencia la Ley General en la materia, el cual respeta el orden y contenido en la misma.

Añadió, que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí es de aplicación supletoria a dicha ley y en el artículo 250 fracción I, se establece que la competencia es una figura que se estudia de oficio, por ser una cuestión de orden público, por lo que, debía pronunciarse sobre la competencia de la autoridad sustanciadora y la suya en su calidad de resolutora.

Que debía pronunciarse de la competencia tanto de la substanciadora como de la investigadora, ya que la actuación de la primera –en su calidad de substanciadora-, deriva de las acciones de investigación con motivo del expediente de investigación administrativa ASE-AEAJ-CDI/MPIO-******/2017, con motivo de la fiscalización de recursos federalizados de Participaciones y Aportaciones del Ramo 33.

Por otro lado, la A quo señaló que no resultaba aplicable la parte dispositiva que señala que “En este caso, mediante oficio, el asunto se deberá hacer del conocimiento a la autoridad que se estime competente”, pues expuso que, en el caso, no existe autoridad competente para conocer de la resolución del informe de presunta responsabilidad administrativa dictado dentro del expediente ASE-AEAJ-CDI-INV-MPIO-******/2017, porque se trata de Participaciones Federales del Ramo 28 y Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal y del Fondo de Aportaciones para el fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, ambos recursos federalizados del Ramo 33.

En ese orden, la resolutora precisó que en los artículos 79, 116 y 124, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establece una facultad exclusiva de la Auditoría Superior de la Federación para fiscalizar recursos federales y, por ende, promover el procedimiento de responsabilidad administrativa que resulte procedente.
Por lo que, del expediente de responsabilidad administrativa advirtió una causal de improcedencia, toda vez que, el informe de presunta responsabilidad administrativa tuvo su origen en el ejercicio de revisión y fiscalización de la cuenta pública correspondiente al ejercicio fiscal dos mil diecisiete, relacionados con los recursos correspondientes a Participaciones del Ramo 28; Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal y del Fondo de Aportaciones para el fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, ambos recursos federalizados del Ramo 33.
Explicó, que en el informe de presunta responsabilidad administrativa, se señaló que la investigación se originó con el memorándum ASE-AEFM-******/2020, suscrito por el Auditor Especial de Fiscalización Municipal y sus Organismos Descentralizados, mediante el cual se remitió a la Coordinación de Investigación de la Auditoría Superior del Estado, el pliego de observaciones a la cuenta pública de dos mil diecisiete, en el que advirtió presuntas irregularidades atribuibles a los servidores públicos del Municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí; que el treinta de septiembre de dos mil veinte, se radicó el expediente de investigación administrativa ASE-AEAJ-CDI-MPIO-******/2017, ordenando el inicio de las investigaciones correspondientes, emitiéndose posteriormente el acuerdo de calificación de conductas por la probable comisión de las faltas administrativas graves de desvío de recursos y abuso de funciones de los recursos federales antes citados, previstas por los artículos 53 y 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Así también, se les adjudicaron a los mencionados servidores públicos el incumplimiento a lo señalado en el artículo 56, fracción I, II, y XXIV, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Añadió, que los pliegos de observaciones a la cuenta pública de dos mil diecisiete, se llevaron a cabo por la entonces Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí (hoy Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí), la cual sostuvo, no contaba con facultades para fiscalizar los recursos observados, y en su caso, tampoco para emitir los pliegos de observaciones que sirvieron de base para el procedimiento de origen.

Lo que sustentó en el decreto publicado el veintisiete de mayo de dos mil quince, en el Diario Oficial de la Federación donde se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de combate a la corrupción; creándose el Sistema Nacional Anticorrupción, que conforme al artículo 113, es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos.
Que en el artículo 79, Constitucional, se establece que la Auditoría Superior de la Federación fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; que en los términos que establezca la ley fiscalizará, en coordinación con las entidades locales de fiscalización o de manera directa, únicamente las participaciones federales, no para las aportaciones; derogándose la facultad que tenía la Auditoría Superior de la Federación para fincar responsabilidades con motivo de los hechos de corrupción observados en el ejercicio de su facultad fiscalizadora, lo cual dijo, se replica a nivel estatal por disposición expresa de la propia Constitución. 
Añadió, que en el Título Cuarto de la Ley Suprema, en cuanto a las faltas administrativas graves, se establece que serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control o por sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente.
Que cualquier ente público federal, debe contar con un órgano interno de control, mismo que estará facultado para prevenir corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del tribunal de justicia administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos federales y participaciones federales; y presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción.

Asimismo explicó, que en los artículos transitorios de la reforma, se estableció una mecánica de transición, para la transformación de los sistemas federal y locales en la materia, que parte de la base de coordinación del sistema anticorrupción, como la distribución de competencias entre los distintos órdenes en materia de responsabilidades administrativas; y, que se definió a la luz del Sistema Nacional de Fiscalización, el ámbito de competencia de cada uno de sus integrantes, particularmente en la delimitación de la competencia para la fiscalización de los recursos federales.

En esa tesitura, resaltó que en el artículo 79, fracción I, de la Norma Suprema, se establece una competencia constitucionalmente originaria y exclusiva de la Auditoría Superior de la Federación en materia de fiscalización a municipios que ejerzan recursos federales.

Por otro lado, la A quo explicó que la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, es reglamentaria de los artículos 73 fracción XXIV, 74, fracciones II y VI, y 79, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de revisión y fiscalización de cuenta pública; que ahí se establece la organización de la Auditoría Superior de la Federación, sus atribuciones para fiscalizar las operaciones que involucren recursos públicos federales o participaciones federales; así como para para conocer, investigar y substanciar la comisión de faltas administrativas que detecte en sus funciones de fiscalización, en términos de la propia ley y la Ley General de Responsabilidades Administrativas; así como su evaluación, control y vigilancia por parte de la Cámara de Diputados.
Destacando, que el artículo 2 de dicha ley, establece el alcance de la fiscalización de la cuenta pública; que el artículo 4º, fracción IX y XI, de ese mismo ordenamiento, define los municipios como ente público y entidad fiscalizada.

Asimismo, que el artículo 14, fracción I, inciso c), de la citada ley, establece que la fiscalización de la cuenta pública tiene por objeto la evaluación de los resultados de la gestión financiera del ejercicio y aplicación de recursos federales; que la fracción III, del dispositivo de referencia, define la fiscalización de la cuenta pública como, “Promover acciones o denuncias correspondientes para la imposición de las sanciones administrativas y penales por faltas graves que adviertan derivado de sus auditorías e investigaciones, así como dar vista a las autoridades competentes  cuando detecte la comisión de faltas administrativas no graves para que continúen la investigación respectiva y promuevan la imposición de las sanciones que procedan.”.

Destacando, que el artículo 15 de dicha ley, establece que las observaciones que, en su caso, emita la Auditoría Superior de la Federación derivado de la fiscalización superior, podrán derivar en acciones y previsiones, informes de presunta responsabilidad administrativa, promociones del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, promociones de responsabilidad administrativa sancionatoria, denuncias de hechos ante la Fiscalía Especializada, denuncias de juicio político y recomendaciones; fiscalización que dijo, incluye aquellas que practique a los Municipios en su carácter de entidad fiscalizada.

Que en el numeral 17, se prevén las facultades originarias de la Auditoría Superior de la Federación, de las que destacó, la facultad de verificar el cumplimiento, entre otras, de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; las correspondientes a obras públicas y adquisiciones de las entidades federativas, y demás disposiciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables a esas materias; Fiscalizar los recursos públicos que la Federación haya otorgado a entidades federativas y municipios, así como verificar su aplicación al objeto autorizado; llevar a cabo las acciones vinculadas con la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en el caso de detección de casos de responsabilidades no graves, dará vista a los órganos internos de control competentes, para que continúen la investigación respectiva y, en su caso, promuevan la imposición de las sanciones que procedan; además de la facultad originaria y exclusiva para promover la imposición de sanciones a los servidores públicos municipales. 

En ese orden explicó, que en los artículos 47 y 48, de la misma ley, se prevé la fiscalización directa del gasto federalizado, sin establecer en forma alguna la posibilidad de un ejercicio fiscalizado concurrente, coordinado o delegado; que es competencia de la Auditoría Superior de la Federación, llevar a cabo las auditorías a que se refiere el citado Capítulo como parte de la revisión de la cuenta pública; y, en el primer párrafo del Artículo 49 se establece cuando se acrediten afectaciones a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales de las entidades federativas, municipios o alcaldías de la Ciudad de México, procederá a formularles el pliego de observaciones correspondiente; sin que exista disposición expresa que prevea que esta facultad pueda ser concurrente, o inclusive, delegada o coordinada.

Establecido lo anterior, la Sala de origen arribó a la premisa que sólo la Auditoría Superior de la Federación puede por disposición constitucional y legal, fiscalizar el gasto federalizado que administren o ejerzan los municipios; que sólo las participaciones federales, pueden ser objeto de mecanismos de coordinación, sin embargo dijo, no se prevé que ese tipo de coordinación se lleve a cabo en materia de gasto federalizado.

Resaltando, que del expediente no advirtió la existencia o mención de algún convenio entre la Auditoría Superior de la Federación y la entonces Auditoría Superior del Estado o el hoy Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, lo que dijo, demostraba que la fiscalización superior del gasto federalizado, es decir, el proveniente de los Fondos de Aportaciones Federales, también denominados Ramo 33, sólo corresponde a la Auditoría Superior de la Federación.
En esa guisa, refirió que en el QUINTO transitorio de la mencionada reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de julio de dos mil dieciséis, se estableció que las funciones de fiscalización y revisión de la Auditoría Superior de la Federación previstas en la Ley entrarían en vigor a partir de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal del dos mil dieciséis; por lo que la relativa al ejercicio de gasto público del ejercicio fiscal de dos mil diecisiete del caso en estudio, ya le resultaba aplicable el ejercicio de las citadas funciones.
Por otro lado, la Primera Sala Unitaria explicó que el artículo 49, de la Ley de Coordinación Fiscal, se reformó en la armonización lógica del nuevo sistema normativo, en el que se estableció la exclusividad de las facultades de la Auditoría Superior de la Federación, para fiscalizar el gasto federalizado, es decir, los Fondos de Aportaciones Federales del presupuesto federal, contenidos en el Ramo 33, dentro de las que dijo, se encuentran los fondos que dieron origen al procedimiento de responsabilidades administrativas, es decir, el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal del Ramo 33.
Así, la A quo concluyó que atendiendo a la armonización normativa y sistémica del Sistema Nacional Anticorrupción, tratándose del Gasto Federalizado, contenido en el Ramo 33, el artículo 49 invocado dispone de manera exclusiva, la competencia de la Auditoría Superior de la Federación para fiscalizar, investigar, sustanciar y promover las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los servidores públicos federales o locales por el manejo o aplicación indebidos de los recursos de los fondos de aportaciones.

Reiterando, que los recursos federales que se transfieren a las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México constituyen el Gasto Federalizado, el cual dijo, se integra principalmente por las asignaciones del Ramo 28 participaciones federales y del Ramo 33 aportaciones federales, que la determinación de los recursos de esos ramos, así como su asignación a los distintos fondos que los constituyen y su distribución entre los gobiernos locales, está expresamente establecida en la Ley de Coordinación Fiscal.
Por otro lado, destacó que en relación al análisis competencial en estudio, resultaba aplicable la tesis de rubro: “COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.”
En virtud de lo expuesto, explicó que si bien es cierto, las normas constitucionales y legales analizadas prevén que la Auditoría Superior de la Federación, en los términos que establezca la ley fiscalizará, en coordinación con las entidades locales de fiscalización o de manera directa, las participaciones federales, lo cierto es que del análisis que se realiza a las actuaciones de la Autoridad Investigadora, así como de la Substanciadora, no se desprende que el ejercicio de las facultades ejercidas, se hayan llevado a cabo al amparo de algún convenio de coordinación; requisito indispensable para comprobar la competencia de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, o el hoy Instituto de Fiscalización Superior del  Estado de San Luis Potosí, para ejercer actividades de fiscalización en materia de participaciones como consecuencia de ello dar inicio a la investigación para poder determinar la probable comisión de responsabilidades administrativas, así como su posterior substanciación.
Por tanto, la resolutora determinó su incompetencia para emitir una resolución sancionadora, a partir de lo dispuesto por el artículo 49, de la Ley de Coordinación fiscal, que al tratarse del ejercicio de Gasto Federalizado del Ramo 33 y Participaciones Ramo 28, su determinación e imposición de sanciones, era facultad exclusiva, no concurrente, ni delegada o coordinada, para las Autoridades Federales, en este caso, por la Auditoría Superior de la Federación y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.
Establecido lo anterior, la Primera Sala Unitaria declaró la improcedencia del procedimiento de responsabilidades administrativas, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 196, fracción II, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, referente a cuando los hechos o las conductas materia del procedimiento no fueran de competencia de las autoridades substanciadoras o resolutoras del asunto, y decretó el sobreseimiento del asunto en términos del artículo 197, fracción I, de la norma invocada.
Esta es la resolución materia de análisis en esta Segunda instancia.

Síntesis de agravios. En contra de lo resuelto por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, la autoridad apelante formuló los agravios siguientes:

Primer agravio. Sostuvo que la Magistrada instructora vulneró los principios de legalidad y seguridad jurídica consagrados en los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal. Pues refirió, que ello, obedeció a que se realizó una interpretación restrictiva, parcial y descontextualizada de los artículos 79 y 116, de la Cata Magna, así como del arábigo 49, de la Ley de Coordinación Fiscal.
Por tanto, refirió que la Sala de origen atribuyó de manera exclusiva a la Auditoría Superior de la Federación las facultades de investigar, substanciar y promover responsabilidades derivadas de fondos federales transferidos. En ese sentido, la autoridad apelante sostuvo que, si bien los recursos de los Ramos 28 y 33, nacen en el Presupuesto de Egresos de la Federación, una vez transferidos e ingresados a las hacienda locales operan bajo un esquema de facultades divididas por tramo entre la Federación, los Estados y los Municipios.
Bajo ese contexto, argumentó que su competencia encuentra fundamento en lo dispuesto en los artículos 1° y 10, de la Ley de Coordinación Fiscal, en concordancia con la legislación aplicable en el dos mil siete. De ahí que, sostuvo que dichos recursos se contemplan formalmente dentro de las Leyes de Ingresos y los Presupuestos de Egresos del Estado y de sus Municipios, por lo que adquieren, para efectos de su administración, ejercicio y supervisión, el carácter de recursos locales y municipales.
Luego, precisó que el artículo 116, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Federal, así como, el arábigo 54, de la Constitución local, prevén que las entidades estatales de fiscalización gozan de plena autonomía técnica y de gestión. En consecuencia, refirió que, el Instituto de Fiscalización Superior del Estado, posee facultades irrestrictas para auditar las cuentas públicas locales y promover las responsabilidades que correspondan ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, sin que los convenios de coordinación puedan hacer nugatorio sus atribuciones constitucionales.
Así, precisó que, conforme a las reglas del artículo 49, fracción II, de la Ley de Coordinación Fiscal, desde el momento en que los recursos son recibidos por los gobiernos locales hasta su erogación total, el control y supervisión interna corresponden de forma directa a las autoridades locales, por lo que, afirmó que, el Instituto de Fiscalización Superior del Estado se encuentra plenamente legitimado para formular el informe de presunta responsabilidad administrativa con base en las irregularidades detectadas en su función fiscalizadora.
Segundo agravio. El recurrente afirmó que el fallo impugnado carece de razonabilidad jurídica, toda vez que, la Sala resolutora omitió efectuar un examen exhaustivo e integral de la normativa constitucional y ordinaria que distribuye las competencias en el Estado de San Luis Potosí.
Al efecto, destacó que el artículo 116, fracción V, de la Constitución general, el arábigo 123, de la Constitución local, y el numeral 8°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, confieren al Tribunal una competencia genérica e incondicionada para conocer y sancionar las faltas administrativas graves cometidas por los servidores públicos del Estado y Municipales. Precisó que en ninguno de estos contextos normativos el legislador estableció como límite o excepción para fijar la competencia el origen o naturaleza financiera (federal, estatal o municipal) de los recursos desviados.

Concluyó, que el factor determinante para fijar la competencia procesal de las Salas Unitarias debe descansar exclusivamente en los sujetos de la ley. Al efecto, citó los artículos 124, de la Constitución local y, los arábigos 3°, fracción XXVI y 4°, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de donde refirió, que se evidencia que los presuntos responsables ostentaban el cargo de servidores públicos municipales en el momento de la comisión de la presunta falta. Por tal motivo, refirió que, al tratarse de una conducta desplegada por un funcionario de la administración local, este Tribunal está plenamente investido de jurisdicción material para resolver.
Como último disenso identificado, la autoridad apelante refiere que la determinación de decretar la incompetencia y el consecuente sobreseimiento del juicio, deja el procedimiento sin resolver privando al Estado de la debida impartición de justicia.

Al respecto, sostuvo que la resolución combatida transgrede lo dispuesto en el artículo 17 y 109, fracción II, de la Constitución Federal. Por tanto, aseveró que la Sala natural declaró la incompetencia de manera absoluta pero fue omisa en señalar qué autoridad estimaba competente para conocer y resolver el informe de presunta responsabilidad administrativa contenido en el expediente ASE-AEAJ-CDI-MPIO-******/2017. En sustento a su dicho, citó el registró digital 2029707, del Semanario Judicial de la Federación y, con base en ello, argumentó que bajo ninguna circunstancia un expediente sancionador en materia de responsabilidades puede ser desechado o sobreseído sin garantizar que sea resuelto por un órgano competente, pues, ello vulnera el sistema nacional y local anticorrupción previsto en los artículos 17 y 109, de la Carta Magna.
Como inicialmente se dijo, devienen inoperantes los resumidos agravios, mismos que se analizan de manera conjunta
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí, en los cuales en esencia plantea que la entonces Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, tenía como atribución fiscalizar las cuentas públicas de los municipios del estado, por lo que en el caso, podía fiscalizar y emitir los pliegos de observaciones derivados de la revisión de la cuenta pública del dos mil diecisiete al municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí, que incluía participaciones federales, con independencia de la naturaleza de los mismos al ser parte de la hacienda pública municipal.

Lo anterior se afirma, pues no controvierten plenamente las consideraciones al tenor de las cuales la Sala resolutora decretó la incompetencia para conocer sobre la falta administrativa que se imputó a los ex servidores públicos ******, quienes fungieron como Presidente, Tesorero y Síndico, del Ayuntamiento del Municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí, por un posible abuso de funciones y desvío de recursos, al igual que las autoridades investigadora y substanciadora del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, por tratarse de recursos federales los que originaron el procedimiento de responsabilidad administrativa; toda vez que, la autoridad recurrente tiene la obligación de expresar los razonamientos tendentes a desvirtuar las consideraciones torales con base en las cuales el órgano jurisdiccional arribó a dicha determinación de incompetencia. 

Por tanto, lo esgrimido por la autoridad recurrente deviene de inoperante, porque no cuestionan directamente los argumentos torales en que se apoyó el sentido del fallo; es decir, no desvirtúa que por mandato constitucional, en específico en el artículo 79, fracciones I, III y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en correlación con el numeral 49, fracción III y último párrafo, de la Ley de Coordinación Fiscal, se establece una competencia exclusiva de la Auditoría Superior de la Federación en materia de fiscalización a las entidades federativas y municipios que ejerzan recursos federales; y, como consecuencia de ello la investigación, substanciación y en su caso determinación e imposición de sanciones por irregularidades en el manejo o aplicación de dichos recursos, es facultad de dicho ente público y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa; de ahí la incompetencia para conocer del asunto sometido a su potestad, al igual que las autoridades investigadora y substanciadora del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, por tratarse recursos federales los que originaron el procedimiento de responsabilidad administrativa.

Que dicha actividad se encuentra reglamentada en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, donde se prevé, que cuando se acrediten afectaciones a la hacienda pública federal, derivado de la revisión y fiscalización de la cuenta pública, la Auditoría Superior de la Federación procederá a formular el pliego de observaciones correspondiente; y, por ende, promover el procedimiento de responsabilidad administrativa que resulte procedente.

Que en el caso, los pliegos de observaciones a la cuenta pública de dos mil diecisiete al municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí, se llevaron a cabo por la entonces Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí (hoy Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí), la cual sostuvo, no contaba con facultades para fiscalizar los recursos observados, y en su caso, tampoco para emitir los pliegos de observaciones que sirvieron de base para el procedimiento de responsabilidad administrativa; por tratarse de recursos federales provenientes de Participaciones Federales del Ramo 28 y Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal y del Fondo de Aportaciones para el fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, ambos recursos federalizados del Ramo 33.

Por lo que, sólo la Auditoría Superior de la Federación puede por disposición constitucional fiscalizar el gasto federalizado que administren o ejerzan los municipios; que si bien, las participaciones federales (ramo 28 y 33), pueden ser objeto de mecanismos de coordinación con las entidades locales de fiscalización, del expediente de responsabilidad administrativa no advirtió la existencia o mención de algún convenio de coordinación entre la Auditoría Superior de la Federación y la entonces Auditoría Superior del Estado o el hoy Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí; y, como consecuencia de ello la investigación, substanciación y en su caso determinación e imposición de sanciones por irregularidades en el manejo o aplicación de dichos recursos, es facultad de dicho ente público y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

De ahí la calificativa a los agravios en estudio, pues si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, ello no exime al recurrente de señalar cual es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, así como atacar las consideraciones fundamentales por las que el Magistrado de origen sustentó la incompetencia para conocer del procedimiento de responsabilidad administrativa, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.

Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa al A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, pues no combate el fondo del fallo natural, en el sentido de que por mandato constitucional, en específico en el artículo 79, fracciones I, III y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en correlación con el numeral 49, fracción III y último párrafo, de la Ley de Coordinación Fiscal, se establece una competencia exclusiva de la Auditoría Superior de la Federación en materia de fiscalización a las entidades federativas y municipios que ejerzan recursos federales; y, como consecuencia de ello la investigación, substanciación y en su caso determinación e imposición de sanciones por irregularidades en el manejo o aplicación de dichos recursos, es facultad de dicho ente público y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa; que si bien, las participaciones federales (ramo 28 y 33), pueden ser objeto de mecanismos de coordinación con las entidades locales de fiscalización, del expediente de responsabilidad administrativa no advirtió la existencia o mención de algún convenio de coordinación entre la Auditoría Superior de la Federación y la entonces Auditoría Superior del Estado o el hoy Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí.

De ahí, la incompetencia para conocer del asunto sometido a su potestad, al igual que las autoridades investigadora y substanciadora del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, por tratarse recursos federales los que originaron el procedimiento de responsabilidad administrativa. En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

“AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

Ahora, debe decirse que conforme a lo dispuesto en los artículos 79, fracciones I, III y IV, y 124 de la Constitución Federal, se encuentra reservada a la Auditoría Superior de la Federación la facultad de fiscalizar directamente los recursos federales (incluyendo participaciones y aportaciones) que administren o ejerzan las entidades federativas y los municipios, así como promover las responsabilidades que, derivado de sus investigaciones, sean procedentes ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones correspondientes, lo que excluye a las legislaturas estatales a través de su órgano superior de fiscalización del ejercicio de dicha facultad.

En ese contexto, el artículo 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su fracción I, párrafo segundo, establece que la Auditoría Superior de la Federación es la autoridad encargada de fiscalizar directamente los recursos federales que administren o ejerzan las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. También fiscalizará los recursos federales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura jurídica.

Asimismo, de la fracción III, se desprende que la Auditoría Superior de la Federación investigará actos y omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en la aplicación de los fondos y recursos federales. Y de la fracción IV, se advierte que, derivado de sus investigaciones, podrá promover las responsabilidades que sean procedentes para que se impongan las sanciones correspondientes a los servidores públicos federales, estatales, municipales, del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales y a los particulares.

Por su parte, el artículo 116, fracción II, párrafo sexto, de la Constitución Federal, establece que el poder ejecutivo estatal contará con entidades de fiscalización cuya función se centrará en las acciones de Estados y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública.

Finalmente, el artículo 124 de la Carta Magna establece que facultades que no están expresamente concedidas por dicho ordenamiento a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados o a la Ciudad de México.

Dichos dispositivos legales son del tenor siguiente:

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 79. La Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados, tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley.

I. […]
También fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. En los términos que establezca la ley fiscalizará, en coordinación con las entidades locales de fiscalización o de manera directa, las participaciones federales. En el caso de los Estados y los Municipios cuyos empréstitos cuenten con la garantía de la Federación, fiscalizará el destino y ejercicio de los recursos correspondientes que hayan realizado los gobiernos locales. Asimismo, fiscalizará los recursos federales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos o privados, o cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero.

III. Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de libros, papeles o archivos indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos, y

IV. Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos federales y, en el caso del párrafo segundo de la fracción I de este artículo, a los servidores públicos de los estados, municipios, del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, y a los particulares. …

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo. …

Las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Asimismo, deberán fiscalizar las acciones de Estados y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Los informes de auditoría de las entidades estatales de fiscalización tendrán carácter público. …

Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus respectivas competencias.”

Por lo tanto, de la interpretación gramatical de los artículos constitucionales referidos se advierte una delimitación de facultades en materia de fiscalización de recursos públicos, ya que, por una parte, el artículo 79, fracción II, dispone que la Auditoría Superior de la Federación fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan las entidades federativas y los municipios. Y, por otra, el artículo 116, fracción II, párrafo sexto, dispone que la autoridad de fiscalización estatal sólo centrara su función sobre las acciones de los estados y municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. En tal virtud, si se reservó la facultad de fiscalizar recursos federales a la Auditoría Superior de la Federación, en consecuencia, no es posible determinar que dicha facultad puede ser ejercida por los órganos de fiscalización estatal en términos de lo dispuesto en el artículo 124 Constitucional.

Lo anterior, además se sustenta en el amparo en revisión 6491/2023, en el cual la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que no existe una facultad concurrente entre la Auditoría Superior de la Federación y el órgano de fiscalización estatal para fiscalizar recursos de procedencia federal, pues, dicha facultad le corresponde exclusivamente a la Auditoría Superior de la Federación y, en el caso de que los órganos estales detecten que los recursos no se han destinado para los fines previstos, procederán a hacerlo del conocimiento de la Auditoría Superior de la Federación.

Así como en el criterio 1a. CLXXVI/2015 (10a.), emitido por la Primera Sala del Alto Tribunal, en el cual estableció en lo que nos ocupa, que corresponde a la Auditoría Superior de la Federación investigar los actos u omisiones que impliquen una irregularidad o conducta ilícita en el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos federales, determinando los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes, así como promover ante la autoridad correspondiente el fincamiento de otras responsabilidades (responsabilidad de los servidores públicos y patrimonial del Estado, denuncias y querellas penales).

“AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. SUS ATRIBUCIONES RESPECTO DE LA FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA EN MATERIA DE EDUCACIÓN. De conformidad con los artículos 74, fracciones II y VI, y 79, fracciones I, III y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 a 28 de la Ley de Coordinación Fiscal, 2, fracción I, 3, 12, fracciones I, III y IV, 13, fracciones I y II, 15, fracciones I, V, VI, X y XII a XVII, 39, 49, fracciones I a V, 50, fracciones I y II, y 51 a 56 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 1, 86, fracciones I y III, 114, fracciones I, IV y V, 115 y 118 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Primero, Tercero, fracción I, Noveno, Décimo, Décimo Primero y Décimo Noveno, fracciones I a IV, de los Lineamientos Generales de Operación para la Entrega de los Recursos del Ramo General 33 Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios, así como las cláusulas primera, cuarta, fracciones I a VI, y décima séptima del Acuerdo número 482 por el que se establecen las disposiciones para evitar el mal uso, el desvío, o la incorrecta aplicación de los recursos del Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (FAEB), corresponde a la Auditoría Superior de la Federación la custodia y aplicación de fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales. Asimismo, debe investigar los actos u omisiones que impliquen una irregularidad o conducta ilícita en el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos federales, determinando los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes, así como promover ante la autoridad correspondiente el fincamiento de otras responsabilidades (responsabilidad de los servidores públicos y patrimonial del Estado, denuncias y querellas penales). De igual forma, la Auditoría Superior de la Federación, durante la verificación de los objetivos contenidos en los programas, podrá emitir observaciones derivadas precisamente de la fiscalización de las cuentas públicas, las cuales pueden derivar en determinadas acciones: i) solicitudes de aclaración; ii) pliegos de observaciones; iii) promociones de intervención de la instancia de control competente; iv) promociones del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal; v) promociones de responsabilidad administrativa sancionatoria; vi) denuncias de hechos; y, vii) denuncias de juicio político, así como recomendaciones. Así, la Auditoría Superior de la Federación, como órgano de fiscalización, cuenta con acciones, ya sean preventivas, como las recomendaciones y recomendaciones al desempeño, y correctivas, como las promociones de intervención de la instancia de control, del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, de responsabilidades administrativas sancionatorias, denuncia de hechos, denuncia de juicio político, solicitud de aclaración y pliego de observaciones. En esas condiciones, en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para proteger y garantizar el derecho a la educación, las autoridades de la Auditoría Superior de la Federación deben acreditar haber ejercido todas estas facultades de forma amplia y exhaustiva.”

Por otra parte, en cuanto a las manifestaciones que realiza la autoridad recurrente en las que señala que la Primera Sala Unitaria debió establecer cuál es la autoridad competente para conocer de las imputaciones planteadas, toda vez que, no se entró al fondo del asunto y no se determinó si se acreditan o no las faltas administrativas, en términos de lo establecido en el  artículo 196, fracción II, de Ley General de Responsabilidades Administrativas; resultan inoperantes, pues parte de una premisa falsa.

Se otorga dicha calificativa, en virtud de que contrario a lo que sostiene el recurrente, la resolutora estableció reiteradamente en la sentencia impugnada, que tratándose de asuntos que deriven del ejercicio de gasto federalizado, la investigación, substanciación y en su caso determinación e imposición de sanciones, es facultad de la Auditoría Superior de la Federación y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa; por lo que, no resultaba aplicable la parte dispositiva de la Ley General de Responsabilidades Administrativas que señala que “En este caso, mediante oficio, el asunto se deberá hacer del conocimiento a la autoridad que se estime competente”, pues no existía autoridad competente para conocer de la resolución del Informe de presunta responsabilidad administrativa dictado dentro del expediente ASE-AEAJ-CDI-MPIO-******/2017, por tratarse de participaciones federales, recursos federalizados del ramo 28 y 33.

Asimismo, deviene inoperante al argumento donde sostiene el recurrente que la A quo no se apegó a lo establecido en el artículo 17, párrafo tercero Constitucional, que determina que deberá privilegiarse la solución del conflicto, que un expediente de responsabilidad administrativa no puede quedar sin resolución en aras de una pronta y expedita administración de justicia; pues parte de una apreciación equivocada.

Se afirma lo anterior, en razón de que el asunto en cuestión constituye un procedimiento de responsabilidad administrativa de orden público, cuya finalidad es investigar, substanciar y sancionar los actos u omisiones de los servidores públicos y particulares que incurran en faltas graves o no graves, el cual busca salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el servicio público, garantizando el debido proceso y la imposición de sanciones resarcitorias
, no una controversia entre particulares y autoridades. Lo anterior, encuentra apoyo en los siguientes criterios Jurisprudenciales:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”.

Asimismo, en relación al criterio que invocó el apelante de rubro: "CONFLICTO COMPETENCIAL. PUEDE CONFIGURARSE ENTRE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA Y OTRA JURISDICCIONAL, PARA RESOLVER UN PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO)"; no resulta aplicable para los fines pretendidos por el recurrente; porque ahí el asunto que se dirimió fue si podía configurarse un conflicto competencial entre una autoridad administrativa que despliega funciones equiparables a las de una autoridad jurisdiccional, como la Auditoría Superior del Estado de Jalisco y el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, mientras que el presente caso trata de la incompetencia decretada por la Primera Sala Unitaria dada la facultad exclusiva de la Auditoría Superior de la Federación de fiscalizar directamente los recursos federales que administren o ejerzan las entidades federativas y los municipios, así como promover las responsabilidades que, derivado de sus investigaciones, sean procedentes ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa para la imposición de las sanciones correspondientes; por lo que, no aplica el criterio.
No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, con los agravios expresados. Resulta aplicable la tesis 1a. IX/2011 y 2a. LXV/2010.
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

OCTAVO. Estudio. Son infundados los agravios formulados por los ex servidores públicos apelantes; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado, analizado en el considerando anterior.
Síntesis de agravios. En contra de lo resuelto por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, mediante fallo de dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, emitido en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2024, en el que sobreseyó el mismo, acorde a los razonamientos plasmados en el considerando anterior, las cuales se invocan cómo se a la letra se insertasen en aras de obviar repeticiones innecesarias, los recurrentes formularon los agravios siguientes:

Argumentaron, sustancialmente, que la Sala resolutora incurrió en la omisión de exhaustividad al decretar el sobreseimiento por incompetencia, cuando lo jurídicamente procedente era declarar la ilegalidad y nulidad lisa de las actuaciones de las autoridades investigadora y substanciadora, del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí.
En ese sentido, refirieron que la resolución impugnada se apartó de las exigencias previstas en los artículos 249 y 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. Por tanto, argumentaron que la Sala de origen omitió fijar de forma clara los puntos controvertidos y dejó de realizar un examen integral de las constancias de autos.
Bajo ese contexto, manifestaron que la Sala responsable aplicó de forma restrictiva la fracción I, del artículo 250, del citado ordenamiento jurídico (relativa a la incompetencia), de tal manera que, afirmaron que la resolutora pasó por alto el análisis de las fracciones II y III, del citado normativo.
No obstante, sostuvieron que en el juicio de origen quedó plenamente acreditado que las actuaciones desplegadas por el Coordinador de Investigación y el Coordinador de Substanciación del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí transgredieron la legalidad y validez del procedimiento administrativo sancionador. Por tanto, reiteraron que la Sala debió declarar la ilegalidad e invalidez de tales actos primigenios en favor de los apelantes, decretando la nulidad total o parcial de los mismos y de sus consecuencias, en lugar de limitarse a decretar el sobreseimiento.

Por otra parte, señalaron que la Sala primigenia determinó correctamente que el ejercicio del gasto federalizado (Ramo 33 y Participaciones Ramo 28) y la consecuente imposición de sanciones es una facultad exclusiva de la Auditoria Superior de la Federación y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. Sin embargo, afirmaron que la resolutora omitió sancionar procesalmente el actuar ilegal de los entes fiscalizadores del Estado.
Por otro lado, argumentaron que el Coordinador de Investigación y el Coordinador de Substanciación el Instituto de Fiscalización Superior del Estado actuaron más allá de sus atribuciones legales y transgredieron la norma aplicable para el Estado y sus Municipios de San Luis Potosí. 

De ahí que, destacaron que dichas autoridades substanciaron un procedimiento conforme lo dispuesto en el artículo 208, de la Ley Reglamentaria, e impusieron conductas graves en su contra (como abuso de funciones y desvío de recursos) relativas al ejercicio fiscal dos mil diecisiete. Por tanto, sostuvieron que al constar que carecían de facultades de origen para investigar tales fondos federales, toda la secuela procesal se encuentra viciada de ilegalidad, lo que, refieren debió traducirse en una declaración de nulidad y no en el sobreseimiento que deja sin resolver la actuación arbitraria de la autoridad.
Como último disenso, los inconformes argumentaron que el procedimiento administrativo sancionador es plenamente equiparable en sus garantías al penal acusatorio. Por tal motivo, sostuvieron que la Sala resolutora constaba con la obligación de analizar dicha comparativa procesal para declarar la invalidez de los substanciado por las autoridades fiscalizadoras. En apoyo a su dicho, citaron la tesis de rubro: “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO.”
De ahí que, argumentaron que las violaciones cometidas durante las etapas de investigación y citación vulneraron su derecho a una defensa adecuada y el principio de tipicidad. En consecuencia, sostienen que ante la presencia de un vicio de origen que lesiona prerrogativas fundamentales, la resolutora se encontraba obligada a decretar la nulidad de la resolución impugnada, garantizando los derechos fundamentales de los justiciables frente a los actos que, consideraron arbitrarios de la autoridad.
Como se dijo, los conceptos de impugnación hechos valer resultan infundados, acorde a los razonamientos siguientes:
Por cuestión de método, esta Sala Superior procede al análisis conjunto de los agravios enderezados a controvertir una supuesta falta de exhaustividad al decretar el sobreseimiento del asunto, al sostener que lo jurídicamente procedente era emitir la declaratoria de ilegalidad y la consecuente nulidad lisa y llana del procedimiento administrativo sancionador instruido en su contra.
La pretensión de los inconformes de obtener la nulidad lisa y llana del procedimiento –consistente en que la Sala de origen calificara la legalidad de las actuaciones intermedias al amparo de las fracciones II y III, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí- resulta jurídicamente inatendible.
Ahora bien, de la exégesis de los artículos 196, fracción II, y 197, fracción I, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se obtiene que el procedimiento es improcedente y apareja forzosamente el sobreseimiento cuando los hechos materia del mismo escapen a la competencia de las autoridades substanciadoras o resolutoras. La competencia es el presupuesto procesal de orden público y estudio preferente por antonomasia en el derecho procesal administrativo.
La materialización de una causal de improcedencia genera la imposibilidad técnica absoluta para que el juzgador analice y resuelva sobre la controversia planteada. El sobreseimiento implica la conclusión anticipada de la instancia jurisdiccional sin resolver la cuestión debatida ni realizar pronunciamiento alguno sobre la licitud o ilicitud de la conducta imputada. Por consiguiente, ante la viabilidad de la improcedencia, el estudio de los conceptos de fondo o nulidad se vuelve ocioso, pues el efecto de la resolución no podría variar.
Caso concreto. La Magistrada resolutora determinó correctamente que tanto este Tribunal, como las autoridades investigadora y substanciadora del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, carecían de competencia para conocer, tramitar y resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2024. Ello en virtud de que las irregularidades imputadas derivaron de auditorías practicadas a recursos federalizados transferidos al municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí, (específicamente fondos del Ramo 33, tales como el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal, o el Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios). Conforme al artículo 49, de la Ley de Coordinación Fiscal, dicha fiscalización corresponde en exclusiva al fuero federal.
Luego, para que este Tribunal estuviera en aptitud de decretar la nulidad lisa y llana por vicios de fondo o forma respecto de las conductas imputadas (abuso de funciones y desvío de recursos), requeriría poseer de origen la jurisdicción y competencia sobre la materia de la controversia. Admitir la procedencia de la nulidad lisa y llana implicaría que este Tribunal de Justicia Administrativa convalidara e invadiera facultades de control y destino de fondos federales, los cuales se encuentran taxativamente reservados a la Auditoría Superior de la Federación y al Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Por tanto, la incompetencia de la autoridad administrativa no constituye un simple vicio de legalidad subsanable o anulable; representa una ausencia absoluta de potestad que elimina la existencia jurídica de la secuela procesal intentada en el fuero local. Mientras que, el sobreseimiento es la vía idónea y suficiente para eliminar del orden jurídico las actuaciones viciadas de origen, dejando insubsistente todo los actuado sin juzgar el fondo. Esto salvaguarda la garantía de legalidad del artículo 16, de la Constitución Federal, otorgando a los recurrentes el mayor beneficio protector posible: no ser molestados ni procesados por autoridades desprovistas de facultades.
Por tanto, lo esgrimido por los recurrentes deviene infundado, porque no cuestionan directamente los argumentos torales en que se apoyó el sentido del fallo; es decir, no desvirtúa que por mandato constitucional, en específico en el artículo 79, fracciones I, III y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en correlación con el numeral 49, fracción III y último párrafo, de la Ley de Coordinación Fiscal, se establece una competencia exclusiva de la Auditoría Superior de la Federación en materia de fiscalización a las entidades federativas y municipios que ejerzan recursos federales; y, como consecuencia de ello la investigación, substanciación y en su caso determinación e imposición de sanciones por irregularidades en el manejo o aplicación de dichos recursos, es facultad de dicho ente público y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa; de ahí, la incompetencia para conocer del asunto sometido a su potestad, al igual que las autoridades investigadora y substanciadora del Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, por tratarse recursos federales los que originaron el procedimiento de responsabilidad administrativa.
Que dicha actividad se encuentra reglamentada en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, donde se prevé, que cuando se acrediten afectaciones a la hacienda pública federal, derivado de la revisión y fiscalización de la cuenta pública, la Auditoría Superior de la Federación procederá a formular el pliego de observaciones correspondiente; y, por ende, promover el procedimiento de responsabilidad administrativa que resulte procedente.

Que en el caso, los pliegos de observaciones a la cuenta pública de dos mil diecisiete al municipio de Villa de Arista, San Luis Potosí, se llevaron a cabo por la entonces Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí (hoy Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí), la cual sostuvo, no contaba con facultades para fiscalizar los recursos observados, y en su caso, tampoco para emitir los pliegos de observaciones que sirvieron de base para el procedimiento de responsabilidad administrativa; por tratarse de recursos federales provenientes de aportaciones de Recursos Fiscales y Participaciones Federales del Ramo 28.

Por lo que, sólo la Auditoría Superior de la Federación puede por disposición constitucional fiscalizar el gasto federalizado que administren o ejerzan los municipios; que si bien, las participaciones federales (Ramo 28 y 33), pueden ser objeto de mecanismos de coordinación con las entidades locales de fiscalización, del expediente de responsabilidad administrativa no advirtió la existencia o mención de algún convenio de coordinación entre la Auditoría Superior de la Federación y la entonces Auditoría Superior del Estado o el hoy Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí; y, como consecuencia de ello la investigación, substanciación y, en su caso, determinación e imposición de sanciones por irregularidades en el manejo o aplicación de dichos recursos, es facultad de dicho ente público y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

De ahí que, por lo aquí analizado y por lo dicho en la resolución impugnada, lo cual, quedó plasmado en el considerando anterior, y que se tiene por aquí reproducido por economía procesal, en aras de reiteraciones innecesarias, los disensos de los ex servidores públicos son infundados.
Por otra parte, aun cuando el artículo 156, párrafo quinto, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, obliga a la suplencia de la queja deficiente en favor del particular apelante, dicha figura es inaplicable en la especie. Esta Sala Superior no advierte la existencia de violaciones manifiestas a la ley o vicios graves en el fallo recurrido que hayan dejado en estado de indefensión a los inconformes, puesto que el sobreseimiento extinguió totalmente el procedimiento sancionador local seguido en su contra. Efecto extintivo que se explica porque la naturaleza jurídica del sobreseimiento impide al juzgador pronunciarse sobre la validez o invalidez del acto reclamado, dando fin a la instancia y manteniendo la situación jurídica previa a la demanda. El sobreseimiento se actualiza cuando surge un motivo de improcedencia previsto en el Código Administrativo aplicable.

en el arábigo 8°, del citado ordenamiento legal. Al tratarse de una cuestión de orden público y estudio preferente, su acreditación imposibilita examinar los agravios de fondo. Por tanto, es jurídicamente ineficaz argumentar en la Magistrada resolutura omitió ponderar los conceptos de nulidad, al existir un impedimento legal definitivo para ello. Orienta lo anterior, las tesis (III Región) 3o. J/2 (10a.) y 1a./J. 17/2000.
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. SON INFUNDADOS AQUELLOS QUE REPROCHAN A LA AUTORIDAD RESPONSABLE LA OMISIÓN DE ANÁLISIS DE LOS CONCEPTOS DE NULIDAD DE FONDO, SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL SE SOBRESEYÓ AL ACTUALIZARSE UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA CUYO ESTUDIO ES PREFERENTE Y DE OFICIO. El sobreseimiento es una institución de carácter procesal que pone fin al juicio, al aparecer una causa que impide se resuelva la cuestión de fondo planteada, por lo cual no existe ninguna declaración del juzgador sobre la legalidad o ilegalidad del acto impugnado y se dejan las cosas en el estado que se encontraban antes de la presentación de la demanda. Ahora bien, el artículo 9o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo dispone que el sobreseimiento en el juicio procederá, entre otros casos, cuando durante éste aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. de dicho ordenamiento; de ahí que si en el juicio contencioso administrativo federal se decretó el sobreseimiento al actualizarse una causa de improcedencia cuyo estudio es preferente y de oficio, el resolutor no puede analizar los conceptos de nulidad encaminados a demostrar la ilegalidad de la resolución reclamada, que constituye el problema de fondo. Consecuentemente, cuando en el amparo directo se reprocha a la autoridad responsable la omisión de ese análisis, los conceptos de violación relativos son infundados.”

 “SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA ADMINISTRATIVA. PROCEDENCIA. Para que proceda la suplencia de los conceptos de violación deficientes en la demanda de amparo o de los agravios en la revisión, en materias como la administrativa, en términos de lo dispuesto en la fracción VI del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, se requiere que el juzgador advierta que el acto reclamado, independientemente de aquellos aspectos que se le impugnan por vicios de legalidad o de inconstitucionalidad, implique además, una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al quejoso o al particular recurrente. Se entiende por "violación manifiesta de la ley que deje sin defensa", aquella actuación en el auto reclamado de las autoridades responsables (ordenadoras o ejecutoras) que haga visiblemente notoria e indiscutible la vulneración a las garantías individuales del quejoso, ya sea en forma directa, o bien, indirectamente, mediante la transgresión a las normas procedimentales y sustantivas y que rigen el acto reclamado, e incluso la defensa del quejoso ante la emisión del acto de las autoridades responsables. No deben admitirse para que proceda esta suplencia aquellas actuaciones de las autoridades en el acto o las derivadas del mismo que requieran necesariamente de la demostración del promovente del amparo, para acreditar la ilegalidad o inconstitucionalidad del acto, o bien, de allegarse de cuestiones ajenas a la litis planteada, porque de ser así, ya no se estaría ante la presencia de una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al quejoso o agraviado.”

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes; así como, los esgrimidos por los ex servidores públicos, resultaron infundados; lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2024.
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ****** para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE

ÚNICO. Se CONFIRMA la sentencia apelada de dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2024, de acuerdo con las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando séptimo y octavo de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a los servidores públicos presuntos responsables y por oficio la autoridad investigadora; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciado Francisco Javier Belmares Olvera, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.

 “En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Razón: esta hoja pertenece a la parte final de la sentencia de veinticinco de junio de dos mil veintiséis, dictada en los autos del Toca ******/2025. Conste.
� Foja 101 de los autos del juicio de origen.


�“Artículo 217. […]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 26-29 de los autos del Toca de apelación.


� Fojas 43 y 44 de los autos del Toca de apelación.


� Fojas 50 y 51 de los autos del Toca de apelación.


� Fojas 53 y 54 de los autos del Toca de apelación.


�“Artículo 219. La Sala Superior del Tribunal deberá resolver en el plazo de tres días hábiles si admite el recurso de apelación, o lo desecha por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia. 


[…] 


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.”


� “Artículo 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� “Artículo 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.”


� Foja 86 de los autos del juicio de origen.


� “Artículo 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.”


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 70, Volumen 12, Séptima Época, Registro digital: 239187.


� Tesis de jurisprudencia VI.2o.C. J/191, sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1034, Tomo XII, Novena Época, registro digital 191376.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2009183 Instancia: Primera Sala Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: 1a. CLXXVI/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo de 2015, Tomo I , página 394 Tipo: Aislada.


�LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 


“Artículo 1º. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el Estado; tiene por objeto reglamentar el Título Décimo Segundo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves y no graves, así como las autoridades competentes para su aplicación.


Artículo 2º. Son objeto de la presente Ley:


I. Establecer los principios y obligaciones que rigen la actuación de los servidores públicos;


II. Establecer las faltas administrativas graves y no graves de los servidores públicos, las sanciones aplicables a los mismos, así como los procedimientos para su aplicación y las facultades de las autoridades competentes para tal efecto;


III. Establecer las sanciones por la comisión de faltas de particulares, así como los procedimientos para su aplicación y las facultades de las autoridades competentes para tal efecto;


IV. Determinar los mecanismos para la prevención, corrección e investigación de responsabilidades administrativas, y


V. Crear las bases para que todo ente público establezca políticas eficaces de ética pública y responsabilidad en el servicio público.


Artículo 6º. Los servidores públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de, disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los servidores públicos observarán las siguientes directrices: …”


� Registro digital: 2008226 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época; Materias(s): Común Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1605 Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 2001825 Instancia: Segunda Sala; Décima Época Materias(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII,  Octubre de 2012, Tomo 3, página 1326 Tipo: Jurisprudencia.


� Emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 607, Tomo XXXIII, Novena Época, registro digital 162941.


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 447, Tomo XXXII, Novena Época, registro digital 164181.


� Sostenida por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 1927, Tomo II, Décima Época, registro digital 2009835.


� Emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 189, Tomo XII, Novena Época, registro digital 191048.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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